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Artículo 69-B del CFF 
 
¿El Artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación contraviene 
el derecho de audiencia? 

 
La Segunda Sala de la SCJN, el 23 de octubre de 2015, publicó la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 133/2015 (10a.), en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación en el Libro 23, Tomo II, Pág. 1738, en la cual señaló que dicho precepto legal no 
contraviene el derecho de audiencia, jurisprudencia cuyo rubro es el siguiente:  
 
 

“PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL ARTÍCULO 69-B DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO CONTRAVIENE EL DERECHO DE AUDIENCIA.” 

  
¿El Artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación viola el 
derecho a la libertad de trabajo? 

 
La Segunda Sala de la SCJN, el 23 de octubre de 2015, publicó la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 134/2015 (10a.), en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación en el Libro 23, Tomo II, en la cual señaló que dicho artículo no viola el derecho a la 
libertad de trabajo, jurisprudencia cuyo rubro es el siguiente:  
 
 

“PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL ARTÍCULO 69-B DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO VIOLA EL DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO.” 
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Artículo 69-B del CFF 
 
¿El Artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación contraviene 
el principio de irretroactividad de la ley? 

 
La Segunda Sala de la SCJN, el 23 de octubre de 2015, publicó la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 132/2015 (10a.), en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación en el Libro 23, Tomo II, en la cual señaló que dicho precepto legal no contraviene el 
principio de irretroactividad de la ley, jurisprudencia cuyo rubro es el siguiente:  
 
 

“PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL ARTÍCULO 69-B DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD 
DE LA LEY.” 
 

  
¿El Artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación contraviene 
el principio de presunción de inocencia? 

 
La Segunda Sala de la SCJN, el 23 de octubre de 2015, publicó la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 135/2015 (10a.), en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación en el Libro 23, Tomo II, en la cual señaló que dicho artículo no contraviene el principio de 
presunción de inocencia, jurisprudencia cuyo rubro es el siguiente:  
 
 

“PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL ARTÍCULO 69-B DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA.” 
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Jurisprudencias 
 

 
 
“PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO 
CONTRAVIENE EL DERECHO DE AUDIENCIA.”  

 
El precepto aludido prevé un procedimiento para que las autoridades presuman la inexistencia de las operaciones 
de los contribuyentes que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con activos, personal, infraestructura o 
capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o producir, comercializar o entregar los 
bienes que amparan dichos comprobantes o cuando no se localice al contribuyente. Asimismo, establece que los 
terceros que hayan utilizado estos documentos para soportar una deducción o un acreditamiento, tendrán un plazo 
para demostrar ante la autoridad que efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o para corregir 
su situación fiscal. Ahora bien, la primera publicación que se efectúa en dicho procedimiento constituye un medio 
de comunicación entre la autoridad fiscal y el contribuyente que se encuentra en el supuesto de presunción de 
inexistencia de operaciones, siendo que la finalidad de esa notificación es hacer del conocimiento del gobernado 
la posibilidad que tiene de acudir ante la autoridad exactora, a manifestar lo que a su interés legal convenga, 
inclusive a ofrecer pruebas para desvirtuar el sustento de la referida presunción, esto de manera previa a que se 
declare definitivamente la inexistencia de sus operaciones; por lo que la mencionada primera publicación resulta ser 
un acto de molestia al que no le es exigible el derecho de audiencia previa; por otra parte, en relación con la 
segunda publicación a que se refiere el precepto citado, quedan expeditos los derechos de los contribuyentes que 
dieron efectos fiscales a los comprobantes que sustentan operaciones que se presumen inexistentes, para que 
aquéllos acudan ante la autoridad hacendaria con el fin de comprobar que efectivamente recibieron los bienes o 
servicios que amparan, lo que constituye un periodo de prueba, y en caso de no lograr desvirtuar esa presunción, 
pueden impugnar la resolución definitiva a través de los medios de defensa que estimen convenientes. En esas 
condiciones, el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación que prevé el procedimiento descrito, NO VIOLA EL 
DERECHO DE AUDIENCIA contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.” 
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“PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO VIOLA EL 
DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO. 
  
El artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho a la 
libertad de trabajo y comercio señalando que no podrá ser vedada sino por determinación judicial 
cuando se afecten los derechos de terceros o por resolución gubernativa cuando se ofendan los 
derechos de la sociedad. Ahora bien, el artículo 69-B, segundo párrafo, del Código Fiscal de la 
Federación que prevé la publicación del listado de contribuyentes que hayan emitido 
comprobantes fiscales sin contar con activos, personal, infraestructura o capacidad material, 
directa o indirectamente, para prestar los servicios o producir, comercializar o entregar los bienes 
que amparan dichos comprobantes o cuando no se localice al contribuyente, NO VIOLA EL 
DERECHO REFERIDO, pues a través de esa comunicación no se impide el ejercicio de sus 
actividades comerciales, porque la facultad de la autoridad constituye una presunción que 
admite prueba en contrario en relación con la inexistencia de las operaciones que amparan los 
documentos que emiten los contribuyentes que tienen las características señaladas en el artículo 
del código citado, pero no limita o restringe el normal desarrollo de las actividades de la 
negociación, ya que puede desvirtuarse a través de los medios de defensa a su alcance. Concluir 
lo contrario podría menoscabar el interés de la colectividad en prevenir actividades que puedan 
resultar ilícitas, las que no encuentran protección constitucional, precisamente, por contravenir el 
marco normativo a cuyo cumplimiento se encuentra obligado el gobernado.” 
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“PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO 
CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 
  
El precepto aludido prevé un procedimiento para que las autoridades presuman la inexistencia de 
las operaciones de los contribuyentes que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con 
activos, personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los 
servicios o producir, comercializar o entregar los bienes que amparan dichos comprobantes o 
cuando no se localice al contribuyente. Asimismo, establece que los terceros que hayan utilizado 
estos documentos para soportar una deducción o un acreditamiento, tendrán un plazo para 
demostrar ante la autoridad que efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o 
para corregir su situación fiscal. Ahora bien, el efecto del artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación sólo consiste en permitir que se detecte a los contribuyentes que emitieron una 
documentación sin que hubiera existido la operación o actividad que las soporte, pero ello no 
significa que se le quite validez a un comprobante, más bien evidencia una realidad jurídica y es 
que las operaciones contenidas en esos comprobantes, que en su caso hubieran sido utilizados, no 
cuentan con aquel soporte, por lo que si bien pudieron expedirse con anterioridad a la entrada en 
vigor del precepto aludido, no por ese hecho gozaban de eficacia, pues para ello necesitaban 
cumplir con los requisitos establecidos en los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación. 
En esas condiciones, si el comprobante no se encuentra soportado, desde un principio, por una 
operación real, no puede considerarse que con el procedimiento en cuestión se modifique una 
situación previamente creada, cuando ésta ni siquiera existió, ya que a través de este 
procedimiento sólo se evidencia la inexistencia de la operación, por lo que es claro que el 
artículo 69-B indicado no contraviene el principio de irretroactividad de la ley contenido 
en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” 
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“PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL 
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO 
CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 
  
El precepto aludido prevé un procedimiento para que las autoridades presuman la inexistencia de las operaciones 
de los contribuyentes que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con activos, personal, infraestructura o 
capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o producir, comercializar o entregar los 
bienes que amparan dichos comprobantes o cuando no se localice al contribuyente. Asimismo, establece que los 
terceros que hayan utilizado estos documentos para soportar una deducción o un acreditamiento, tendrán un 
plazo para demostrar ante la autoridad que efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o para 
corregir su situación fiscal; es decir, a través del indicado procedimiento se hace del conocimiento del 
contribuyente la presunción a la que ha arribado la autoridad con base en la información que obra en su poder, 
que encuadran en las hipótesis contenidas en aquel artículo. Ante esta presunción, la autoridad debe notificar al 
contribuyente en términos del párrafo segundo del propio numeral, que señala que esa comunicación se hará a 
través de tres medios: del buzón tributario, de la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, así 
como del Diario Oficial de la Federación. Esta primera publicación origina la posibilidad de que el contribuyente 
afectado comparezca ante la autoridad con los elementos probatorios a su alcance para desvirtuar aquella 
determinación de la autoridad, consecuentemente, al tratarse de una presunción que admite prueba en contrario y 
que debe fundarse en información objetiva que aluda a la falta de capacidad operativa del contribuyente para 
llevar a cabo las operaciones a las que se refieren los comprobantes fiscales, el artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación no contraviene el principio de presunción de inocencia, en virtud de que no se establecen ni fincan 
determinaciones definitivas ni se atribuye responsabilidad al gobernado, sino que prevé un llamamiento para que 
éste alegue lo que a su interés convenga y aporte la documentación e información que considere pertinente para 
desvirtuar los hechos que llevaron a la autoridad a presumir la inexistencia de las operaciones que avalan los 
comprobantes. Advirtiéndose así, que dicho precepto tiene una finalidad constitucionalmente legítima al buscar 
dar certeza a la relación tributaria ante el probable indebido cumplimiento del contribuyente de sus obligaciones 
formales y materiales. 
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En Noviembre de 2017, se publicó la Tesis de Jurisprudencia XXI.2o.P.A.L/8(10a.) en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación en el Libro 48, Tomo III,  en la cual señaló que el silencio de la autoridad respecto del escrito con el que el 
contribuyente a favor de quien se expidieron comprobantes que amparan operaciones determinadas inexistentes con motivo 
del procedimiento contenido en el artículo 69-B del CFF, no actualiza una negativa ficta; jurisprudencia cuyo rubro y texto son 
los siguientes: 
 
“NEGATIVA FICTA. NO LA ACTUALIZA EL SILENCIO DE LA AUTORIDAD RESPECTO DEL ESCRITO CON EL QUE EL 
CONTRIBUYENTE A FAVOR DE QUIEN SE EXPIDIERON LOS COMPROBANTES QUE AMPARAN LAS OPERACIONES 
DETERMINADAS INEXISTENTES CON MOTIVO DEL PROCEDIMIENTO CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 69-B DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, PRETENDE DESVIRTUAR ESA RESOLUCIÓN, SI NO PRECISA LOS EFECTOS 
FISCALES QUE DIO A AQUÉLLOS. Conforme al artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, las autoridades 
administrativas deben resolver las instancias o peticiones que se les formulen y hacer del conocimiento del interesado la 
resolución correspondiente en un plazo de tres meses. A su vez, en la jurisprudencia 2a./J. 26/95, la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que la negativa ficta es el sentido de la respuesta que la ley presume 
recayó a una petición, instancia o recurso formulado por escrito por un particular, cuando la autoridad competente omite 
resolverlo en el plazo legal señalado, cuyo objeto es evitar que el peticionario se vea afectado en su esfera jurídica ante el 
silencio de aquélla, a fin de que se rompa la situación de indefinición derivada de la abstención. Por su parte, el artículo 69-B 
del Código Fiscal de la Federación prevé, en su primer párrafo, que las autoridades presumirán inexistentes las operaciones de 
los contribuyentes que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con los activos, personal, infraestructura o capacidad 
material, directa o indirecta, para prestar los servicios o producir, comercializar o entregar los bienes que amparan aquéllos, o 
bien, que dichos causantes no se encuentren localizados y, en su quinto párrafo, establece el derecho de quienes recibieron 
esos comprobantes y les dieron algún efecto fiscal, de acreditar ante la autoridad que emitió la declaración de inexistencia, 
que efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios que dichos documentos amparan. Por tanto, el silencio de 
la autoridad respecto del escrito con el que el contribuyente a favor de quien se expidieron los comprobantes que amparan 
las operaciones determinadas inexistentes con motivo del procedimiento contenido en este último precepto, pretende 

desvirtuar esa resolución, no actualiza una negativa ficta, si no precisa los efectos fiscales que dio a aquéllos, pues 
no se trata de una solicitud sobre una situación real y concreta, que es lo que realmente puede tener como resultado una 
respuesta negativa ficta respecto del fondo de su pretensión, para evitar que quede indefinida su situación ante el fisco.” 

Jurisprudencias 
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En la Tesis de Jurisprudencia 2a./J.88/2014 (10ª.), sustentada por la Segunda Sala del Alto Tribunal, publicada en la  
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 10, Tomo I, Pág. 858, Décima Época, se determinó que es 
improcedente conceder la suspensión en el juicio de amparo respecto de los efectos y consecuencia de la 
aplicación del Artículo 69-B del CFF; jurisprudencia cuyo rubro y texto son los siguientes: 
 
 
“SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA RESPECTO DE LOS EFECTOS Y 
CONSECUENCIAS DE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. Resulta 
improcedente otorgar la suspensión en el juicio de amparo respecto de los efectos y las consecuencias de la 
aplicación del citado numeral, consistentes en el eventual dictado de una segunda resolución que establezca de 
manera definitiva la inexistencia de las operaciones celebradas por el contribuyente, para que no surtan efectos 
los comprobantes que amparan las operaciones ahí reflejadas, en términos del artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación; ello es así, porque constituye un acto futuro de realización incierta ya que, de acuerdo con el referido 
procedimiento, antes de que se publique la resolución que defina la situación del contribuyente respecto del cual -
en un primer momento- se presumió la inexistencia de las operaciones respaldadas en los comprobantes fiscales (y 
obviamente, antes de que la autoridad en ejercicio de sus facultades de comprobación emita un crédito fiscal), se 
prevé un plazo para que los interesados manifiesten lo que a su derecho convenga y aporten información y 
documentación para desvirtuar los hechos objeto de la presunción; lo cual implica que no existe certidumbre de su 
realización, porque ello dependerá de su conducta a fin de desvirtuar la presunción de inexistencia de 
operaciones atribuida por la autoridad fiscal. Además, arribar a una posición contraria afectaría el interés social y 
contravendría disposiciones de orden público, acorde con los artículos 128, fracción II y 129, fracción III, de la Ley 
de Amparo, pues de concederse la medida cautelar se generaría la falsa creencia de que el contribuyente 
investigado ya desvirtuó la presunción de inexistencia de las operaciones amparadas a través de los comprobantes 
fiscales, lo cual podría acarrear un daño a la colectividad, al desconocer la situación fiscal de los contribuyentes a 
quienes se atribuye la realización de este tipo de operaciones, aunado a que ocasionaría la imposibilidad -por los 
terceros relacionados- de acreditar la existencia de las operaciones amparadas en el documento fiscal, o bien, de 
corregir su situación fiscal. Por su parte, se permitiría la consumación o continuación de un ilícito o sus efectos, ya 
que los comprobantes expedidos por este tipo de contribuyentes aún estarían en el comercio, no obstante que tal 
conducta podría actualizar el delito de defraudación fiscal, conforme a los artículos 108 y 109 del Código Fiscal de 
la Federación.” 
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En la Tesis de Jurisprudencia 2a./J.140/2015 (10ª.), sustentada por la Segunda Sala del Alto Tribunal, 
publicada en la  Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 23, Tomo II, Pág. 1745, Décima 
Época, se determinó que la publicación del listado que contiene el R.F.C. y el nombre del contribuyente 
que se encuentra en el supuesto relativo a la presunción de inexistencia de operaciones, no viola lo 
dispuesto en el artículo 6° de la CPEUM, pues dichos datos son de carácter público, pues cualquier 
persona puede consultarlos; jurisprudencia cuyo rubro y texto son los siguientes: 
 
 
“PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. LOS DATOS DE LOS 
CONTRIBUYENTES A QUE HACE REFERENCIA EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN SON 
DE CARÁCTER PÚBLICO Y, POR ENDE, PUEDEN DARSE A CONOCER A TERCEROS. El citado precepto prevé un 
procedimiento para que las autoridades presuman la inexistencia de las operaciones de los contribuyentes 
que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con activos, personal, infraestructura o capacidad 
material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o producir, comercializar o entregar los bienes 
que amparan dichos comprobantes, o bien, cuando esos contribuyentes se encuentren no localizados. 
Asimismo, del propio artículo deriva que una vez que la autoridad presume la inexistencia de las 
operaciones o la falta de localización del contribuyente, publicará en la página de Internet del Servicio de 
Administración Tributaria, así como en el Diario Oficial de la Federación, un listado que contiene el registro 
federal de contribuyentes y el nombre del contribuyente que se encuentra en el supuesto relativo, con el 
fin de que los terceros que hayan celebrado operaciones con estos causantes tengan la posibilidad de 
acreditar que efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o para corregir su situación 
fiscal. Ahora bien, de la obligación jurídica de las sociedades mercantiles de inscribir sus escrituras 
constitutivas en el Registro Público de Comercio, en cuyos testimonios se encuentra la razón o 
denominación social, se sigue que la propia legislación nacional ha determinado que esos datos son de 
carácter público, ya que cualquier persona puede consultarlos y, por ende, la publicación de esa 
información no se considera que viola lo dispuesto en el artículo 6o, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.” 
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Época: Novena Época, Registro: 200080, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Tomo IV, Julio de 1996, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 40/96, Página: 5  
  
ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA DISTINCION. 
  
El artículo 14 constitucional establece, en su segundo párrafo, que nadie podrá ser privado de la vida, de la 
libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hecho; en tanto, el artículo 16 de ese mismo Ordenamiento Supremo determina, en 
su primer párrafo, que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en 
virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 
Por consiguiente, la Constitución Federal distingue y regula de manera diferente los actos privativos respecto de los 
actos de molestia, pues a los primeros, que son aquellos que producen como efecto la disminución, menoscabo o 
supresión definitiva de un derecho del gobernado, los autoriza solamente a través del cumplimiento de 
determinados requisitos precisados en el artículo 14, como son, la existencia de un juicio seguido ante un tribunal 
previamente establecido, que cumpla con las formalidades esenciales del procedimiento y en el que se apliquen 
las leyes expedidas con anterioridad al hecho juzgado. En cambio, a los actos de molestia que, pese a constituir 
afectación a la esfera jurídica del gobernado, no producen los mismos efectos que los actos privativos, pues sólo 
restringen de manera provisional o preventiva un derecho con el objeto de proteger determinados bienes jurídicos, 
los autoriza, según lo dispuesto por el artículo 16, siempre y cuando preceda mandamiento escrito girado por una 
autoridad con competencia legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento. 
Ahora bien, para dilucidar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de un acto de autoridad impugnado como 
privativo, es necesario precisar si verdaderamente lo es y, por ende, requiere del cumplimiento de las formalidades 
establecidas por el primero de aquellos numerales, o si es un acto de molestia y por ello es suficiente el 
cumplimiento de los requisitos que el segundo de ellos exige. Para efectuar esa distinción debe advertirse la 
finalidad que con el acto se persigue, esto es, si la privación de un bien material o inmaterial es la finalidad 
connatural perseguida por el acto de autoridad, o bien, si por su propia índole tiende sólo a una restricción 
provisional. 
” 
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Tesis: 2a. CIII/2004, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo XX, Diciembre de 2004, Novena Época, Pág. 565, Tesis Aislada (Administrativa) 
 
RENTA. INTERPRETACIÓN DEL TÉRMINO "ESTRICTAMENTE INDISPENSABLES" A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2002). 

 
 

El precepto citado establece que las deducciones autorizadas por el título II, relativo a 
las personas morales, entre otros requisitos, deben ser "estrictamente indispensables" 
para los fines de la actividad del contribuyente. Ahora bien, la concepción genérica 
de dicho requisito se justifica al atender a la cantidad de supuestos que en cada caso 
concreto pueden recibir aquel calificativo; por tanto, como es imposible definir todos 
los supuestos factibles o establecer reglas generales para su determinación, dicho 
término debe interpretarse atendiendo a los fines de cada empresa y al gasto 
específico de que se trate. En tales condiciones, el carácter de indispensable se 
encuentra vinculado con la consecución del objeto social de la empresa, es decir, 
debe tratarse de un gasto necesario para que se cumplimenten en forma cabal sus 
actividades, de manera que de no realizarlo, éstas tendrían que disminuirse o 
suspenderse; de ahí que el legislador únicamente permite excluir erogaciones de esa 
naturaleza al considerar la capacidad contributiva del sujeto, cuando existan motivos 
de carácter jurídico, económico y/o social que lo justifiquen. 
” 



Dentro de los primeros 20 
DÍAS de este plazo, la 
autoridad podrá requerir 
documentación e 
información adicional al 
contribuyente, misma que 
deberá proporcionar dentro 
del plazo de 10 DÍAS, 
posteriores al en que surta 
efectos la notificación del 
requerimiento por buzón 
tributario 

Inexistencia de Operaciones- EFOS 
(Artículo 69-B del CFF) 

Notificación 
 
 

 
 
 
** Buzón tributario 
** Página de internet del SAT 
** Publicación en el D.O.F. 
 
Se otorgará al contribuyente 
un plazo de 15 DÍAS para 
que manifieste lo que a su 
derecho convenga y aporte 
documentación e 
información para desvirtuar 
los hechos consignados por 
la autoridad. 

 
 
 
 
 
 

 

 
Transcurrido el plazo 
para aportar la 
documentación e 
información, la 
autoridad en un plazo 
que no exceda de 50 
DÍAS, VALORARA LA 
PRUEBAS Y NOTIFICARA 
LA RESOLUCIÓN 

 

 

Valoración de pruebas y 
notificación de la 

Resolución 

Documentación 
adicional 

 

 

 

 

Asimismo se publicará un 
listado en el D.O.F. y en la 
página de internet del SAT, de 
los contribuyentes que no 
hayan desvirtuado los hechos 
que se les imputan, y por tanto, 
se encuentran definitivamente 
en la situación de inexistencia 
de operaciones. Listado que en 
ningún caso se publicara ante 
de los 30 DÍAS posteriores a la 
notificación de la resolución. 
 

 

 

 

 

 

Publicación  

listado 

Los contribuyente por única 
ocasión podrán solicitar una 
prórroga de 5 DÍAS para 
aportar la documentación e 
información respectiva, 
siempre y cuando se efectúe 
dentro del plazo de 15 días 
antes señalado. 

** En este supuesto se 

suspenderá el plazo de 
50 días para la 
valoración de pruebas y 
notificación de la 
resolución y se 
reanudará al día 
siguiente en que venza 
el plazo de 10 días en 
cuestión 

 

EFECTOS: Que las 

operaciones 

contenidas en los 

CFDI´S expedidos 

por el contribuyente 

en cuestión no 

producen ni 

produjeron efecto 

fiscal alguno. 

Si la autoridad no 

notifica la resolución en 
el plazo antes señalado, 

quedara sin efectos la 

resolución respecto de 

los CFDI´S observados, 

que dieron origen al 

procedimiento. 

También se publicara trimestralmente en 

el D.O.F y en la página del SAT, un 

listado de aquellos contribuyentes que 

logren desvirtuar los hechos que se les 

imputa, así como los que obtuvieron 

resolución o sentencias firmes que 

hayan dejado sin efectos la resolución a 

que se refiere el cuarto párrafo del 

artículo 69-B del CFF, derivado de los 

medios de defensa presentados por el 

contribuyente. 

 

Cuando la autoridad fiscal 

detecte que un 

contribuyente ha estado 

emitiendo comprobantes sin 

contar con los activos, 

personal, infraestructura o 

capacidad material, directa 

o indirectamente, para 

prestar los servicios o producir, 

comercializar o entregar los 

bienes que amparan tales 

comprobantes, o bien, que 

dichos contribuyentes se 

encuentren no localizados, se 

presumirá la inexistencia de 

las operaciones amparadas 
en tales comprobantes. 



La autoridad cuenta 
con 30 días para valorar 
pruebas y resolver al 
contribuyente 

Inexistencia de Operaciones- EDOS 
(Artículo 69-B del CFF y Regla 1.5 de la RMF) 

 

 

 

 

Una vez que el EFO 
presentó información y 
no desvirtuó la 
presunción. 

 

 

Publicación  

Listado Definitivo 
 

EFECTOS: 
 

1. Se confirma 
presunción: La 

autoridad a través del 

uso de sus facultades 

de comprobación 

determinará los 

créditos fiscales 

correspondientes, 

además de considerar 

tales operaciones 

como actos simulados 

y delito fiscal. 

 

2. Se comprueba la 
operación: Se confirma 

el efecto fiscal de los 

comprobantes 

correspondientes. 

 

Las personas físicas o morales que 

haya dado efecto fiscal a los CFDI´S 

expedidos por un contribuyente 

incluido en la lista, contara con 30 

DÍAS, siguientes a la publicación 

para acreditar ante la propia 

autoridad, que efectivamente 

adquirieron los bienes o recibieron 

los servicios que amparan los citados 

comprobantes fiscales, o bien en el 

mismo plazo a corregir su situación 

fiscal, mediante declaraciones 

complementarias. 

Proceso para desvirtuar 
presunción 

La autoridad puede 
requerir información 
adicional, el 
contribuyente cuenta 
con 10 días para 
proporcionarla. 

Documentación 
adicional 

Posibilidad de solicitar 
una prórroga de 10 DÍAS 
más.. 

Valoración de pruebas y 
notificación de la 

Resolución 

Resolución puede 
emitirse en 2 sentidos 



Numeraria de emisión de CFDI´s 
2017- julio 2019 

Annual Mes Día Hora Minuto 
Segund

o 

2017 6,517,525,569 
543,121,130.7

5 

17,866,024.

0 
744,417.67 12,406.96 207 

2018 6,928,006,953 
577,333,912.7

5 

18,991,247.

1 
791,301.96 13,188.37 220 

2019* 4,394,454,864  366,204,572  12,046,203  501,925  8,365  139 

16 *al mes de julio 2019. 
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Datos Estadísticos 

 
 

Contribuyentes publicados en términos del 69-B de CFF (Lista 
negra) 
Total: 10,482  (Julio 2019) 
 
8,546 Listado Definitivo 
1,429 Presuntos 
   248 Desvirtuaron sin medio de defensa  
   259 Sentencia Favorables 
 
Primer listado publicado en el DOF: 10 de enero de 2014 

 

Listado completo de contribuyentes publicados en 
términos del Artículo 69 último párrafo 
Total: 489,855,019 (Julio 2019)   
Primera fecha de publicación en página de internet del SAT: 1 de enero de 2014. 
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Padrón de contribuyentes 
 

Julio  2019 

 

41,907,838  Asalariados 

 31,049,353 Personas Físicas 

   2,096,824 Personas Morales 

       38,139 Personas Físicas Grandes Contribuyentes  

           9,053 Personas Morales Grandes Contribuyentes 

19,052,869 Sin obligaciones fiscales 
 
**Fuente. Datos abiertos del SAT 

TOTAL: 75´101,207  
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Por régimen 
 

Julio  2019 

  1,648,194 Régimen General de Ley 

      271,504 Personas Morales con fines No lucrativos 

44,818,864 Sueldos y Salarios  

   3,482,585 Personas Físicas con actividad empresarial 

   5,264,976 RIF 
    1,778,963 Actividades Primarias 

         21,404 SAS 
 
 
**Fuente. Datos abiertos del SAT 
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Criterio Sustantivo  
de Prodecon 

 

3/2019/CTN/CS-SPDC (Aprobado 4ta. Sesión Ordinaria 29/04/2019) 
 
OPERACIONES INEXISTENTES. ANTES DE INICIAR EL PROCEDIMIENTO DEL ARTICULO 69-B DEL CFF LA 
AUTORIDAD DEBE REALIZAR ANÁLISIS EXHAUSTIVO DE LA INFORMACIÓN QUE OBRA EN SUS SISTEMAS Y 
PONDERAR LA NATURALEZA DE LAS OPERACIONES AMPARADAS EN LOS CFDI. El procedimiento previsto en el 
numeral citado inicia con una presunción de la autoridad sobre la inexistencia de las operaciones 
respaldadas en comprobantes fiscales cuando detecta que el contribuyente no cuenta con activos, 
personal, infraestructura, o capacidad material para prestar los servicios o producir, comercializar o 
entregar los bienes que amparen los comprobantes fiscales digitales por internet (CFDI), o bien, que dichos 
contribuyentes se encuentren no localizados. Sin embargo, este Ombudsman fiscal ha opinado que la 
autoridad debe fundar y motivar los hechos en que sustenta la presunción mediante análisis exhaustivo de 
la información que obre en sus bases de datos, además de ponderar la naturaleza de las operaciones 
amparadas en los CFDI expedidos por cada contribuyente; pues sólo de esa manera es factible 
determinar con objetividad el inicio del procedimiento. Por lo tanto, PRODECON opina que no justifica 
dicho inicio el que la autoridad advierta que en su declaración anual el contribuyente no manifestó 
activos para el desarrollo de su actividad, ni presentó la declaración informativa múltiple de sueldos, 
salarios, conceptos asimilados, crédito al salario y subsidio para el empleo (DIM); pues en el ejercicio 
fiscal por el que presentó la declaración anual no se incluía, tratándose del régimen intermedio, el 
apartado específico para la descripción de activos en el formato de esa declaración; a más que, desde 
su alta de obligaciones, el contribuyente manifestó no contar con trabajadores. Adicionalmente, la 
autoridad no tomó en cuenta que en la declaración presentada se restaron inversiones, como se podría 
haber corroborado con el timbrado de los CFDI, por lo que si el contribuyente compró maquinaria es 
evidente que sí tenía activos. Asimismo, la autoridad no puede desconocer el modelo de negocios del 
contribuyente y prejuzgar sobre si necesariamente debe contar con trabajadores, máxime que por la 
naturaleza de su actividad que es la de “renta de maquinaria”, puede operar sin personal. 
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Criterio Sustantivo  
de Prodecon 

8/2018/CTN/CS-SASEN (Aprobado 3ra. Sesión Ordinaria 26/03/2018 ) 
  

OPERACIONES INEXISTENTES. DEL ARTÍCULO 69-B DEL CFF, NO SE DESPRENDE QUE PREVEA LA PÉRDIDA DEL DERECHO DE LOS 
RECEPTORES DE LOS CFDI PARA DEMOSTRAR LA EFECTIVA REALIZACIÓN DE AQUÉLLAS. Del análisis del texto, hipótesis y 
consecuencias jurídicas del referido precepto, así como del estudio sistemático del Código Fiscal de la Federación (CFF), se 
puede apreciar que existen tres momentos para que los contribuyentes que deducen operaciones simuladas (EDOS) al recibir 
comprobantes fiscales digitales por Internet (CFDI) de los contribuyentes publicados en el listado definitivo del artículo 69-B 
(EFOS-Empresas que facturan operaciones simuladas), puedan desvirtuar la presunción de inexistencia de las operaciones que 
se amparan en los CFDI. El primer momento es el establecido, precisamente, en el quinto párrafo del artículo 69-B del CFF, que 
señala que los terceros que hayan dado cualquier efecto fiscal a dichos comprobantes, tendrán un plazo de treinta días 
siguientes a la publicación del listado definitivo para demostrar ante la autoridad que efectivamente adquirieron los bienes o 
recibieron los servicios, o bien, que corrigieron su situación fiscal. Sin embargo, en opinión de Prodecon, el no ejercer ese 
derecho dentro del plazo aludido no implica que precluya la posibilidad de hacerlo con posterioridad, toda vez que lo cierto 
es que el EDO no ha sido notificado personal y directamente dentro de un proceso que lo vincule a demostrar dicha 
materialidad, sin que obste la publicación del contribuyente emisor de los comprobantes en el Diario Oficial de la Federación 
y en la página de internet del Servicio de Administración Tributaria, ya que dicha publicación no puede surtir efectos de 
notificación frente a los terceros que recibieron esos comprobantes. El segundo momento puede producirse cuando 
concluido el mencionado plazo de treinta días, alguna autoridad emite una carta invitación para que los contribuyentes 
aclaren su situación o bien se regularicen. En este supuesto pueden ejercer el derecho para acreditar dicha materialidad de 
las operaciones o autocorregirse; empero si no lo hacen, en opinión de esta Procuraduría, tampoco precluiría el derecho para 
demostrar con posterioridad la efectiva materialidad, ya que dichas cartas no representan un acto de afectación, tan es así 
que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha declarado que no resultan impugnables por no constituir, precisamente, un 
acto de autoridad. Finalmente, se estima que el tercer y definitivo momento para que el contribuyente pueda demostrar la 
materialidad de las operaciones declaradas inexistentes, es cuando la autoridad ejerce en su contra alguno de los 
procedimientos de fiscalización previstos en las fracciones II, III y IX del artículo 42 del CFF; consecuentemente, en opinión de 
Prodecon, la última oportunidad que tienen las personas físicas o morales para acreditar la referida materialidad se actualiza 
hasta que se les instaura el procedimiento de revisión fiscal respectivo. 
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Criterio Jurisdiccional 
de Prodecon 

CRITERIO JURISDICCIONAL 16/2019 
(Aprobado 3ra. Sesión Ordinaria 22/03/2019 )  

 
 

OPERACIONES INEXISTENTES. CUANDO LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA SE FUNDAMENTA EN LA 
OMISIÓN DEL CONTRIBUYENTE DE HABER PRESENTADO SU DECLARACIÓN ANUAL, BASTA CON 
ACREDITAR QUE SÍ FUE PRESENTADA LA MISMA PARA DESVIRTUAR ESA PRESUNCIÓN IURIS TANTUM. El 
artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, establece que cuando la autoridad fiscal detecte 
que un contribuyente ha estado emitiendo comprobantes sin contar con los activos, personal, 
infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o 
producir, comercializar o entregar los bienes que amparan tales comprobantes, o bien, que dichos 
contribuyentes se encuentren no localizados, se presumirá la inexistencia de las operaciones 
amparadas en tales comprobantes; razón por la que se le dará vista a los contribuyentes para que 
acrediten la materialidad de sus operaciones, por lo que una vez efectuadas las manifestaciones 
pertinentes y ofrecidas las pruebas respectivas, se emitirá la resolución definitiva en donde se 
resuelva si se acreditó su materialidad. A criterio del Órgano Jurisdiccional si la autoridad fiscal 
inició el procedimiento sumario regulado en el numeral mencionado, bajo la premisa de que una 
contribuyente omitió  presentar su declaración anual y que por tal motivo no se tuvo la certeza de 
que cuenta con activos, es decir, bienes y recursos para la prestación del servicio contratado y 
esta presunción es desvirtuada al acreditar que contrario a lo manifestado por la autoridad sí fue 
presentada tal declaración, tal presunción de inexistencia de operaciones es ilegal, porque partió 
de una premisa errónea, de ahí que proceda su anulación en atención a que no puede 
considerarse que tal presunción que originó el inicio del procedimiento, se haya encontrada 
justificada. 
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Criterio Jurisdiccional 
de Prodecon 

 

CRITERIO JURISDICCIONAL  
28/2018 

 (Aprobado 4ta. Sesión Ordinaria 20/04/2018 ) 
 
CERTIFICADO DE SELLO DIGITAL (CSD). A JUICIO DEL ÓRGANO JUDICIAL NO SE ACTUALIZAN LAS HIPÓTESIS DE 
CANCELACIÓN PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN X, INCISO C), DEL CFF, SI NO SE HA EJERCIDO 
ALGUNA DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN REGULADAS EN EL ARTÍCULO 42 DEL MISMO 
ORDENAMIENTO LEGAL. El artículo 17-H, fracción X, inciso c), del Código Fiscal de la Federación (CFF), 
establece como uno de los supuestos para que proceda la cancelación de los CSD, el que las 
autoridades fiscales en ejercicio de sus facultades de comprobación tengan conocimiento de que los 
comprobantes fiscales emitidos se utilizaron para amparar operaciones inexistentes, simuladas o ilícitas y 
por su parte, el diverso 42 del mismo ordenamiento legal, prevé los diversos procedimientos mediante los 
cuales las autoridades fiscales ejercerán sus facultades de comprobación. En ese sentido, el Órgano 
Judicial consideró que para que se actualicen las hipótesis de cancelación de los CSD previstas en el 
artículo 17-H, fracción X, inciso c), del CFF, en particular la consistente en “que la autoridad fiscal detecte 
que los  comprobantes fiscales digitales emitidos se utilizaron para amparar operaciones inexistentes, 
simuladas o ilícitas”, no basta con que la resolución determinante de la cancelación se sustente en el 
procedimiento previsto en el artículo 69-B del CFF, seguido y agotado en contra del contribuyente, sino 
que es necesario que dicha autoridad hubiere ejercido alguna de las facultades de comprobación 
reguladas por el diverso artículo 42 del mismo Código, toda vez que el citado procedimiento es una 
facultad diversa a las de comprobación con que cuenta la autoridad, tan es así que en su último párrafo, 
dispone que sólo en ejercicio de facultades de comprobación la autoridad fiscal podrá determinar los 
créditos fiscales que correspondan y considerar como actos o contratos simulados a las operaciones 
amparadas en los comprobantes fiscales. 



24 

Criterio Jurisdiccional 
de Prodecon 

CRITERIO JURISDICCIONAL 57/2017 
 (Aprobado 7ma. Sesión Ordinaria 29/09/2017 ) 

 
PRESUNCIÓN DE OPERACIONES INEXISTENTES. LA MATERIALIDAD DE LOS SERVICIOS 
AMPARADOS EN LOS COMPROBANTES FISCALES PUEDE ACREDITARSE CON DOCUMENTACIÓN 
IDÓNEA. A criterio del Órgano Judicial, aun cuando el emisor del comprobante fiscal cuyas 
operaciones se presumen inexistentes, se ubique en el listado a que hace referencia el 
tercer párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, el receptor de dichos 
comprobantes fiscales podrá demostrar la materialización de las operaciones cuestionadas 
con los documentos que en su conjunto hagan indudable que sí recibió el servicio, de 
modo que al vincularse entre sí, por ejemplo, el contrato mediante el cual se pactó la 
prestación del servicio, con las órdenes para su realización, así como las de entrega de los 
resultados, se aprecie que lo ordenado es precisamente lo recibido con las características y 
en las fechas acordadas; siendo que en el caso concreto, la contribuyente que recibió el 
servicio de submaquila, lo acreditó con los comprobantes fiscales y su contabilidad -pólizas, 
cheques, fichas de depósito y estados de cuenta-, elementos que coincidieron con los 
movimientos de dinero, esto es, el pago o salida de su cuenta bancaria, en la fecha y 
cantidad en que también recibió en su cuenta y efectivamente cobró el proveedor, 
documentación que, en conjunto, resulta idónea para acreditar que se recibió el servicio. 


